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SECCION DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Dios, Patria i Libertad.'-República Dominicana. 
En nombre de la República. 

En el .recurso de casación interpuesto por los señores Hohlt i 
Compañia, comerciantes, de este domicilio1 contra· senten.cia de la Corte 
de Apelación de Santo Domingo, de fecha seis de noviembre de mil 
novecie.ntos diez i seis, que declara 1°: que debe revocar i revoca la 
ordenanza. del Juez~ de los referimientoS del distrito judicial de Santo 
Ilomingo, de fecha treintiuno de agosto último, que ordena lu. suspensión 
del embargo ejecutivo trabado eu efectos de la propíeda.:l de los señores 
Hohlt i Compafiía., a requerimiento de·l Interventor .de Aduana, i que­
dispone que las partes se provean para hacer valer sus alegatos ante 
quien sea de derecho; 2c:': ordena la continuacién de los procedimientos 
del• referido embargo ejecutivo, i 3Q: condenn a los señores Hohlt i Com· 
pañía al pago de los costos de ambas instancias. 

Visto el memorial de pedimento en el cual se alega. la violación de 
Jos articulas 478, 497; 806 i 809 del Código de Procedimiento Civil. 

Oido el informe del magistrado Juez Relator. 
Oido el Licenciado Joaquín E. Salazar, abogado de los recurrentes, 

en su escrito de alegatos i conclusiones. 
Oidos el Dr. América Lugo i Dr. Angel M. Soler, abogados del 

intimado en su e~crito de réplica i en sus conclusiones. 
· Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la República, 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deliber<.lClo, i vistos 
los articulas 806 i 809 del Código de Procedimiento Civil, i 71 de la Lei 
sobre Procedimiento de Casación. 
, Considerando: que los·señ.ores Hohlt i C~ fundan su recurso de 
casación en que la Corte de Sáuto Domingo violó los articulas 806 i 809 
·del Código de Procedimiento Civil al revocar la ordenanza del Juez de 
referimiento, que ordenó la suspensión del embargo. ejecutivo trabado 
en efectos de.comércio" pertenecientes a los recunenteS¡ por cuanto dicha 
Corte desconoció la competencia. del Juez en el caso de urjencia. apreciado 
por este en derechO"; una ve2¡ que en uno de los considerandos de la sen ten~ 
cia impugnada. se dice que dos poderes del Juez de referimiento están 
limitados a estatuir Solamente sobre las dificultades relativas a la ejecu­
ción de un título o de una sentencia etc.> 

Considerandó: que según el articulo 806 del Código de Procedimient<> 
la competencia del Juez de refet·imiento, no está limitada a fallar sobre 
las dificultades relath•as a la ejecución de ti tu los o sentencias, sino que 
comprend.e ~mbién los casos de urjencia; que la Corte de Santo Domingo, 
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al referi.rse solamente a uno de esos dos aspectos-no pudo querer negar 
el otro, sino simplemente concretarse al caso sometido a su estudio en 
que se trataba de ejecución de una sentencia del Con_sejo f:!uperior de 
Aduanas; pero que de todos modos el error en los motivos de una senten­
cia no da lugar a casación, si el dispositivo no es contrario a la Iái. 

Considerando:· que en materia de refcrimiento, tanto la urjeñcia 
-como las dificultades relativas a la ejecución 'de actos o sentencias, son 
puntos de hecho cuya apreciación ha sido dejada por el Legislador a- la 
-discreción de los jueces del fondo; i por tanto no puede ser revisada por 
la Suprema Corte de Justicia. 

Considerando: que la Corte de Santo Domingo al negar la competencia 
.al juez de los referimientos, en el caso del embargo efectuado, en virtud 
de una sentencia del Consejo Superiol' de Aduanas, en efectos· de los 
señdres Hohlt i e~ se funda en que IlO se trataba de fallar sobr~ dificul­
tades para la ejecución del fallo sino de in;¡ pedir o retardé\r. dicha 
.ejecución por haber alegado el embargado que se proponfa intentar 
un recur,so contra la sentencia que se· ejecutaba contra él; que la 
Col'te implícitamente negó que se tratara de un caso de urjencia, que 
tales apreciaciones son exclusivamente del do!ninio de los he;chos; i por 
tanto no pueden incurrir en la eensura de la Corte de Casación¡ por tales 
motivos rechaza. el recurso intentado por los señores Hohlt i O~ i se les 
condena al pago de los costos. 

R. J. Caslillo.-P. Báez La·uastida.·-M. de J. González M.-.A. lVoss i Gil . 
.Andrés J. Montolí.o.-A. Arredondo Miura.-Octavio Landolfi, Secretario General. 

La anterior sentencia fué dada i firmada por los señores Jueces que 
en ella figuran i leída por mf en la audiencia pública. del día Veintisiete 
de abril de mil novecientos diez i siete, lo que yó, Secretario General, 
certifico. 

Octavio Landolfi. 

SECCION DE LA CORTE DE APELACION DE SANTO DOMINGO. 

Dios, Patria i Libertad.-Re'pública Dominicana. 
En nomb;e de la República. 

En la ciudad de Sa.nto Domingo, a los diez días del mes de mayo de 
.mil novecientos once; 68 de la Independencia i 48 de la. Restd.ura._ción. 

La Corte de Apelación de Santo Domingo, cqmpetentemeote reunida 
en la sala donde ~elebra sus audiencias, compueSta de los magistrados 
Licenciados Manuel de Jesús González Mart·ero, Presidente; Domingo 
Rod!'Íguez Montaña, Vetilio Arredondo, Pablo Báez Lavasticla., Jueces; 
Rafael A. Ü<\stro, Procurador General; asistidos del infrascrito.Secreta· 
rio, ha dictado en' sus att'ibuciones correccion11les, i en ctefecto, la 
.sentencia. siguiente: 
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En el recurso de apelación in'tet·pU:esto por el acusado Lorenzo Sán­
chez Rijo, de cuarenta i cinco años de edad, estado casado, profesión abo· 
gado, natural de Higüei i residente en San Pedro de Macorís, contra. 
sentencia del Juzgado de Pt·imem Instancia de ese distrito judicial, que­
le condena, por el hecho de ultraje al magistrado ProcuradOr Fiscal del distrito 
judicial de San Pedro de Macorís, a. sufrit· la pena de un mes de prisión co· 
rreccional i pago de costas .. 

LeiL1o el rol pot• el algu.lcil de estrados de esta Corte, ciudadano Luis-
E. Montalvo. 

O ida la lectura de la decisión de la cámara de calificación, la del Ju· 
r•ado de oposición, la del dispositivo de la sentencir apelada i la del acta. 
de apelación. 

Oida la exposición del hecho por el magistrado Procurador General. 
Oída la lectura de todas las actu<lciones del expediente. 
Oído al magistrado Procurador General en la lectura de su dictamen 

que termina como sigue: <Es pol' estos motivos, magistra4os, i por los 
demás que tengáis a bien suplir, que el Ministerio Público opina que 
de beis confirmat· la sentencia apelada, condenando además al acusado a. 
las costas de esta instancia}). 

Auros Vxsros: 

Resultando: que el veinte i siete de octubre de 'mil novecientOs diezt 
el Procurador Fiscal del distrito judicial de S<l.n Pedro de Macorís somep 
tió po1· la vüL directa al Juzgado de lo correccional al nombrado Ramón 
Crispío, _quien fué condenado a prisión¡ que el Fiscal ol'denó ésta en la 
misma audiencia, i el Lic. Lorenzo Sánchez Rijo, defensor de Cri.Spínt 
impugnó dicha orden basándose en el último párrafo del artículo 203 del 
Código de P!'ocedimiento CJ•iminal; que como dicho abogado no- fué oido 
en su reclamo) desconsideró en plena. audiencia al Fiscal diciéndole que 
ce1;•aba su estudio po,.que con la tal OTden pasaba por encima de la lei¡ -que terminada 
lo. audiencia, el Procurador Fiscal sintiéndose ultrajado, ordenó el arresto. 
ctel Licenciado Sánchez¡ que éste le dijo entonces, que podía cometm· ·arbitra~ 
1-icdadcs porque tenía la batuta en la mano; que el arr'esto duró pocas horas. 

Resultando: que el veinte i nueve del mismo octubre el Lic. Lorenzo 
S<ínchez Rijo clirijió al Sr. Juan Tomás Mejfa1 una carta que, textualmente 
dice: <Mi estimhdo amigo: Ouando a los hombres de rili vergüenza i de 
mi honor se les mata. moralmente, i de uua manera gratuita, como lo ha 
hecho usted conmigo en esta sociedad, de ipso-jacto, se incurre en el deber 
de matarle también físicamente. Sin honor i sin vergüen~ pública, la. 
vida para mf, no tiene objeto. Deje a su elecció-n, las armas, la hora i el 
lugar., Conste, que esta carta, se dirije al caballero, i jamás al Procura­
dot· Fiscal, para cuyo ente moral tendré siempre mil? r·espetos. Contra. 
mí se ha lanzado un mandamiento sin motivo i sin fundamento legal, por-
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consiguiente, no es el Fiscal el que lo ha hecho, po1·qne ése, solo puede 
hacer lo que le interesa~ la sociedad apoyado en la lei: de quien Jebe ser 
el Procur·ador Fiscal, un mandatario fiel. Lo que Ud. me ha hecho, me lo 
ba hecho Como hombr€', i por tanto, como hombre tiene Ud. que matarme, 
para que ·su obra quetle completa i acabada. Aguarda su contestación i 
le saluda muy respetuosamente.-Fil·mado: Lorenzo Sánchez Rijo))¡ que el 
Señor Mejia no aceptó el duelo propuesto. 

Resultando: que el Licenciado Sánchez Rijo hizo publicru· en "<La. 
República», periódico ~e San Pedro de Macol'Ís, edición del tres de 
noviemb1·e de mil novecientos diez, un escl'ito que copiado, dice así: 
e: A San Pedro de Macods.-Ya !:?€ ba dicho que la lei es una regb de 
conducta que rije las acciones humanas. De suerte que, cuando el Pl'O­
curador Fiscal de un distrito judicial, ajusta sus actos a esa regla de 
conducta alcanza los aplausos de todos, i se diee ent.onces, que ha obrado 
conforme a la Lei. Pero cuandp apartándose de esa regla, i con el rujid'J 
del León, atropella al gremio de abogados de esta región¡ pues no otra. cosa, 
es el hecho de abrirles un proceso a los Licenciados Quiterio Benoa i 
Benigno Pérez, por· el único del~to, de discutirse dos indivilluos, la. pl'O· 

piedad de un billete J?t'emiado, i llaber dichos Licenciados aconsejado a 
lqs litigantes una transacción. P1·eso, i hecho coridennr al Licenciado Feo. 
Honol'io Reyes, por haber escrito un aa·tículo doctl'ioario, en cuyo pr·o­
C'eSo, desempeñó dos papeles el Procur·ador J:l..,iscal, tales fueron: el de 
pa.rt~ ofendida, i el de acusador. I pnr último al Licenciado que lleva la 
palabra.,_ pm· el hecho de haber defendido a Ramón Crispí u, joven, nacido 
i criado en esta ciudad, i con su domicilio i residencia en ella por imputár­
sele el hecho, de que, un juego, que se verificó en la casa de la Señora. 
Ramona Hel'!'era, la que dijo en audiencia, qtle esa casa que tenía alqui­
htda a Ra~ón Tapia, era de Ramón Crisptn; sin que ninguno de los juga­
dores allí le vieran. ¡Cómo si en todos los Ingenios de esta Provincia, 
no se jugarn públicamente, a ciencia i paciencia<lel Ciudadano Procurador 
Fiscal! COnste, que Ramón Crispín, hi~ su presentación voluntaria­
mente a la justicia, i por eso, no fué arrestado jamás, él comparedó libre 
a la audiencia, i en ella, formuló sus medios Ue defensa. i se quedó en 
libertad, i al siguiente día, compareció acompañado de su abogado a oir el 
fallo del Tribunal. 1 allí en el momento de darle el Secl'etario del rrril.mnal 
lectura a la sentencia, dijo el Fiscal que declaraba a Crispín en estado de 
prisión. A lo que le contesté, en mi calidad de abogado, que eso no lo 
autorizaba la Lei, i que él no lo poUía hacer en su calidad de P1·ocurador 
Fiscal, porque eso era atentatorio, a la defensa del inculpado, que es de 
d~recho natural, i nadie se la puede cohibir. I entonces, dije al Presidente 
del Tribunal, a fin, de que, el Fiscal se detuviera, i no pusiera en la 
cárcel a mi defendido:,que si el Fiscal hacía, eso, yo 'aeclarabu. cerrado 
mi estudio de Abogado. I apesar de lo imperado en la parte final, del 
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'artículo 203, del Código de Instru~cjón Orimina.l, que dice así: «Que 
durante diez días, i durante la instancia de apelación, se suspenderá la 
ejecución de 1<1 sentencia>. I apesa1· del recurso de apelación que intenté 
allf mismo, a nombre i representación de Ramón Odspín, todo fué inútil. 
De allí, salimos para la. cál'cel juntos, al Abogado i el reo, ambos por man­
dato del Procurador Fiscal. Oreo, que desde el 44, a esta fecha, sea este 
el primer caso, que se registra en nuestros anales jurídicos. Por ese 
hecho se me ha retirado toda parte timorata de mi clientela de Abógado, 
i esa. detención ilegal, apareja para mí, una muerte moral en esta. Socie­
dad, así, como un clesconcierto lejitimo, para todos los enamorados del 
Derecho, de la Justicia i de la verdader·a Equidad. Ante semejante pers­
pect.iva, ¿qué porvenir tes espera a los estudiantes de Derecho del 
Instituto Profesional? ¿A qué esfonarse por conseguir un Título Aca­
démico, i un ~xequatur del Poder Ejecutivo, para ejercer la profesión de 
Abogado, si cualquier profano en ht Cieneia del Derecho, por el sólo hecho 
de que se le nombre Procuradot• Fiscal de un Distrito, pueda oponerse u. 
ese ejercicio sagrado, porque sí i nada. más qué porque sí? Como el 
Fiscal me ha privado de mi liber·tad, como hombr·e, i no como Procurador 
Fiscal, puesto que a ello no le autoriza la Lei. A ese hombr·e, a ese León, 
que no se ba cansado de r·ujir, desde su llegada a esta Sociedad, me he 

. vis1..o en el caso de pedirle una reparación en el campo del honm·, pero ese 
León, ha tenido un rasgo de nobleza, oidlo bien, me ha tenido lástima, 
i no me ha querido desgarrar. Hago esto del dominio público, no por 
ja.cta..ncia porque los que me han tratado de cerca, saben, que no 
pertenezco al número de los pretencios~s, ni soi hombre cbal'latán. Lo 
hago sí, como medio de justificación, para con mi clientela, petra con todos 
aquellos, que honran mi oficina poniendo en mis manos, la defensa de su 
villa, de su libertad, de su derecho i de su honor. I para que se sepa, 
que, con el mismo calor que defiendo al poderoso, defiendo al desvalido, 
<,l.l indijente i al desgl·aciado, aún a costa de mi vida i de mi libertad si 
necesario fuere. I como deSlagravio también a la ligera noticia, que han 
dado los periódicos «El Este» i «Listín Diario>, de que yo estaba preso 

·-porque había ultrajado al Fiscal i he aquí la oración por pasiva. Como se 
vé, en honor a la verdad, el que ha sido víctima de un atropello, de una 
prisión ilegal ha sido yo. I cuya herida moral, está manando sangre i 
pendiente aún, de una reparación, no entre el Proeurador Fiscal i el 
Licenciado Sánchez. N6, i mil veces nó, pero sí ent1·e los caballeros Don 
Juan Tomás Mejía i el responsable de este artfculo, que lo es:-Firmado,­
Lorenzo Sánchez Rijo>. 

Resultando: que-el Procurador Fiscal después de leer el referido 
escrito, que estim? ultrajante a la magiStra.tura que desempeña, lanzó 
mandamiento a! arresto contra el Licenciado Sáncbez Rijo, arresto que 
no tuvo luga.r por no hallarse éste en la localidad; que el día siete del mes 

_____ _l 
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de nm'iembr~ el Procurador Fiscal iutet·puso quereJla escrita ante el 
Juez de Instrucción del mismo distrito judicia1 1 que el a.cusado·Iué red u· 
cido a prisión más tarde i llenadas las formalidades de lei 1 la Cámara 
de Calificación lo énvió a ser juzgado ante ei Tribunal de lo correccional; 
que el acusado hi:ro oposición i el jurado confirmó 1a decisión de la. 
Cámara. 

Resultando: que el dos de diciembre de rilil novecientos diez, el Juz.. 
gado de &u Pedro cle ~Iacorís falló 1i1 'causa i coodenó al acusado a la.s 
penas que se leen en otro lugar de esta. sentencia; que no conforme éste~ 
interpuso recurso de apelac.ión i la Cm·te fijó la audiencia. de hoi · para. la 
vista de la. causa. 

Resultando: que el Lic. Lorenzo Sánchez Rijo fué legalmente citado i 
no compareció, i que el Procurador General pidió se le juzgara en defecto. 

La Corte después de haber deliberado. 
Considerando: que si el acusado en materia. correccional eS debida· 

mente citado t no comparece, se le juzga. en rebelión (artículo 185 del Có­
digo de Pt·ocedimientu Crimim•l). 

ConsiP.erando: q_ue el incidente motivo de est~ juicio se originó en un 
reclamo que el acusado como abogado, pretendió a.poya1·lo en lo que dis· 
pone el artículo 203 en su última parte. 

Consideranclo; que por más justo qlle fuera ese pedimento, el acu~a­
do, al ser desoldo, no estaba autorizado a desconsiderar al Ministerio Pú­
blico, ni menos a ultra.jarlo como lo hizo; pues para el caso1 a ñn de que 
los inte1·esados puedan repara~• el daño de una injus.ticia, la lei establece 
recursos adecuados; que el acusado al n? usar de est.os medios, ·sino de­
jarse guiar por un falso concepto de celo profesional, ha incurrido en el 
delito que se le imputa. 

Considerando: que esta Corte, respetando las atenuantes admitidas 
por el Juzgado a-quo, estima. que éste al infringir la pena, no pt'!SÓ en tOda 
su intensidad la presión de ánimo i la sujestíóo en que estaba- el acusado 
al cometer el delito, creyéndose desacreditado como abogado a causa del 
arresto que se le impuso el veinte i siete de octubre de mil novecientos 
diez; que en consecuencia modifica dicha· pena i la. reduce á so grado 
mínimo. 

Considerando: que toda condena contra un acusado. lleva consigo la. 
condenación en las costas del juicio. 

Por tan tui vistos los artículos 222, 463 inciso 69, Oódigo Penal i 194 
i 185 del de P rooedimiento Criminal, que fueron leidos por el ·magistrado 
Presidente i dicen así: 

Art. 222, Código Penal.- <Cuando uno o muchos magistrados del or' 
den administrativo o j_udicial1 hubieren recibido en el ejercicio de .sus 
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funciones, o a causa de este ejercicio, algún ultraje de palabra, o por es~ 
crito, o dibujos no públicos, tendientes en estos diversos casos a herir 
el honor o la delicadez~ de dichos magistrados, aquél que hubiere diri)ido 
tales ultra.jes será castigado con prisión correccion.tl de seis dfas a seis 
meses. Si el ultr<lje con palabras se hicie¡·e en la audiencia de 
un tribunal, la pena se1·á la de prisión correccional de seis meses a 
un año>. 

Art. 463 del mismo Código, inciso 6°:-«.Cuando el Código pronuncie 
simultáneamente las penas de prisión i multa, los tribunales correccio~ 
nales, en el caso de existir circunstancias atenuantes, están autorizados 
para reducir el tiempo de la. p1·isión, a meno's ele seis días, i la multa U. 
menos de cinco pesos, aun en el caso de reincidencia. 'l'ambién podrán 
imponerse una u otra de las penas Ue que tt·ata. este Llárrafo, i aun sus­
tituit· la de pt·isión con la de multa, sin que en ningún caso puedan 
imponerse penas infel'ioJ·es a las de simple policía». 

Artículo 19-! del Código de Procedimiento Criminal:-«:Toda sentencia 
de condena contra el pl'Ocesado i contra las personas civilmente respon­
sables del delito, o contra la parte civil, los condenat·á a las costas. Las 
costas se liquidarán por la Secretada~. 

Artículo 185 del mismoDQdigo: c:Si el inculpado no compareciere, 
se le juzgará en defecto~. 

La Corte de Apelación de Santo Domingo, administrando justicia en 
nombre de la República, por autorida.d de la lei, en mérito de los artículos 
citados i oído el dictamen del magistrado Procurador General, .falla: 
reformar, en cuanto a la. duración de la penq., la sentencia dictada por. el 
Juzgado de Primera Instancia del distrito judicial d~ San Pedro de 
Macods, el dos de diciembre de mil novecientos diez, i en consecuencia. 
i acojiendo las atenuantes admitidas por el Juzgado a-quo, condena al Lic. 
Lorenzo Sá.nchez Rijo, de las generalés qu~ constan, a. seis dfa~ de pri.sión 
correccional i al pago de las costas de ambas instancias, por el hecho de 
ultraje a la magistratura en ejercicio de sus funciones. 

I pot• esta nuestra sentencia en defecto, asi se manda i firma. 
J.f. de J. González AI.-D. Rodríguez JlfontaiüJ.- Vetilio A'rredondo.-P. Báez 

Lavastida.-Octavio Landolji, Secretario General. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores Presi­
dente i Jueces que componen esta Corte de Apelación de Santo Doriiingo; 
celebt•ando audiencia pública el mismo día, mes i año arriba expreSados; 
la. que fué leída, fit·mada i publicada. por mí, Secretario que c~rtifico. 

Ocl<!vio Landolfi. 



BourrtN JumcLU, 

SECCIÓNDE LA CORTE DE APE~I\.CION DE SANTIAGO 

Dios, Patria i Libertad.-República DocninicanB. 

Ba naOl.b.re do la: Re,pü.wica. 

En la ciudad de s .. ntia!:" de los Caballeros, a los ''einticuatro dfas del 
mes de m.a.r:zo del =:-ño mU novecientos diez i siete; 74 de ]a Independen­
eira. i 54 de :ta. Resfuaurnción1 siendo la una del día. 

L6 Co-r~ de Apehlción d~ Sántiago, competentemente constituida en 
-el Palacio de Justi.e]a~ en. lia sala. rlonde acostumbra celeb1·ar sus al1dten-
-cias púbUcas~ oompue:s'ita de los magistrados Agustin Ace\~edo~ Presiden-
te; Franeiseo Rodriguez \'alta, Jo.sé Jooqu!n Hungría, Juan Bautista Pé· 
rez, 1 uec:es; Mh:oin.el A. Lot·a~ Procurado!' Gel!eral, asistidos del ínfras­
-crito Secretario~ ha rend[do en sus afii~·ibuciones criminalesl la. sentencia 
.que sig-u_e:. 

En el recurso de apelación inte~·puestci por el nombrado Oarlos t,:!aria 
:,t\jOO.r, de 1t:reintioeho añ,a.s~ solfuero, zapatero, na.~ural de Sabaneta i dOUJi· 
ciliada en Santiago~ contra sentencia rendida por el Juzgado de Pl'imer<.l. 
Instanc-ia de Santiago, de fecha. veinte del mes de mayo del año m ll nove­
-cientos quinee,- qu,e lo condena a tres años de trabajos públicos en la 
-cárcel púbHca de esta ciuda~, i al pago de las costas proeesalesr pot· ba-
:ber cometido eli crimen de herirla vohm.tariw que causó la muerte al nom-
<i¡a<lo Pedro Maria Rodríguez. ' 

¡.;ido el rol por el Alguacil de Estrados de esta Corte, ciud~dnno Ro· 
món Antonio He.1·nández. 

Oid3.: la lec.t;ufa del dispositivo de la sentencia apelada i la del a(·ta. 
<le apelación. 

O.ído: al m-agis~rado Pt·ocut"a.dor General, quien pt·esentó la. lista de 
tos testigos que debían ser oidos. 

Oídas: ]as declaraciones de los t,estt~:,TOs presentes i la lectura de las de 
tJ.oS ausentes. 

bido: al abogado del acusado, Lieenciado EJuardo MI. Sáocbe2 C.t· 
bra.l, en sus medios de defensa, cuyas cono.lusioaes dicen. e En esa vir­
iud,. os suplico ~n nombr·e del acusado que reformanJr> ]a sentencia pl'O· 

n,unciada por el Juez a quo por juzgar que la pena aplicada. es excesiva, l~ 
·condenéis a sufrir Ia·prisión correccional, .Cuya duración se os deja a 
·vuestra. sabia apreciación>. 

Oído: al magistrado Procurador General, en el resumen del hecho i 
:su dlctámen que term~na del modo siguiente: e: Por esa.s razones somos 
-de opinión, que refol"rnéis la. sentencia apelada, i juzgando por vuestn1 
¡pÑpia autoridad~ condenéts a Carlos ~fa1·ía Aibat• a dos nños de p•·jsión 
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correccional i las costas por existir en su favor circunstancias ate­
nu~ntes>. 

AUTOS VISTOS: 

Resulta: quee,n la noche del veintiuno de febrero del año mil nove­
cientos quince, en un baile de máscaras que se celebraha. en el Café 
<Blanco i Rojq> en esta ciudad, tuvieron una desavenencia los nombrados 
Carlos María Aibar i Pedro María Rodr:guez, porque éste pidiera a 
aquélla dama con quien bailaba i habiendo aludo ambos sus respectivos 
revólveres, intervinieron los amigos. y se evitó el lance, guardando las 
armas ·los-cont~ndientes¡ pero en seguida de esto el acusado Aibar ti1·ó de 
nuevo de su revólver· e hizo tres disparos contra Rodl'íguez, infiriéndole 
dos·l!eridas que le causaron la muerte horas después; que RodriguH, aun­
que sacp su. revólver, no hiw ningún disparo. 

Resulta: que el acusado Aibar, tanto en la instrucción como en el ple­
nario, ha ¡:leclarado que no recuerda como pasó el hecho, del que no se 
dió exacta cuenta por encontra1'SP. un poco é!Jrio, declaración' confirmada 
por la de algunos testigos. 

Resulta: que intrufda la sumaria. i enviado el acusado por ante el 
Tribunal Criminal, éste por su sentencia de fecha veinte del mes de ma­
yo del año de mil novecientos quince, lo conrienó a las penas que se leen 
en otro lugar de esta sentencia i que no confo¡·me con ese fallo, el acu.sa­
dn in~erpuso recurso de apelación en forma i tiempo hábiles, i esta Cor­
te señaló 1~ audieneia de hoy pa¡·a.la. vista pública de la causa, la que tuvo 
lugar cou las for·malidades de lei. · 

La Corte des pues de haber deliberado. 
Considerando: que comprobado el hecho de que se encuentra acusado 

el nombrado Carlos Marh1 Albar, i no habiendo amel'itado el Juez a quo 
circunstancias atenuantes, la lei ha sido b1en aplicada, pero 

Considerando: que los antecedentes del acusado unido t1l hecho de que 
se encontt·a.ba ébrio en el momento en que realiz<tba. el hecho, no siendo la. 
bebida vicio habitual en él, ni habiéndose embriagado con designio crimi­
nal, constituyen circunstancias atenmtntes muy atendibles; i que estas 
circunstancias están dejn.das por completo a la. apreciación de los Jueces. 

Por tanto i vistos los artículos 309, última parte, 463, apartado 3Q del 
Código Penal i 277 del de Pr-ocedimiento Criminal, que fueron leídos po1· 
el magistrado P~·esidente i dicen así: 

A J'ticulo 309-últirna parte del Código Penal:-«Si las heridas o los gol· 
pes inferidos voluntariamente han ocasionado la muerte del agraviado, la 
pena será de trabajos públie;os, aun cuando la intención del ofensor no ba­
ya sido causar la muerte de aquel». 

Artículo 463,. apartado 3Q del mismo Código.-c:Cuando en favor del acu­
sado existen circunstancias atenuantes, los tribunales modificarán las pe­
nas, conforme a la siguiente escala: 3~~ Cuand<il la. lei imponga al delito la 
de trabajos públicos, que no sea: el máximun, los tribunales podrán reba­
jar la. pena a 1~ de reclusión o de prisi6¡;~ co¡·reccional, cuya duración no 
podrá ser menos de un, afio>. · 

Articulo 277 del Código de Procedimiento Criminal. -<El acusado o la 
parte civil que sucumbie1·e, será condenado en las costas». 

La. Corte de Apelación de Santiago, administmndo justicia en nom­
bre de la República, por autoridad de In. lei. en mérito U e los artículos ci-
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t.ados, acojiendo el dictámen del majistrado Procuraaor General, falla: 
:Modificar la sentencia apelada, en cuanto a la penll. aplicada i ameritando 
circunstancias aLenuantes, condenar al apelante Carlos Maria Aiba.r a. dos 
años de prisión correccion<J.l i a las costas. . 

I por esta nuestra sentencia, así se pronuncia, manda i firma. 
A. Acevcdo.-Fco. Rod¡·[guez Volta.-José Jn. IIungría.-Dr. Juan B. Pérez. 

Sivio Silva, Secretario. · 
Dada i firmada ha sido la E;entencia que antecede, por los magistra­

dos Presidente i Juces que forman la Corte de Apelación de SanLiago, ce­
lebrando audiencia pública, el mismo día, mes i ·año, arriba expresados, 
la que fué leída, firmada i publicada por-mí Secretario que certifica. 

SilviO Silt·a. 

En nombre de .fa República. 

En la ciudad de Santiago de los Caballeros, a los veintinueve días del 
mes de marro del año mil novecientos diez i siete; 74 de la Independencia 
i 54 de la Restauración, siendo las doce del dfa. 

La Corte de Apelación de Santiago, competentemente constituida; en 
el Palacio de Justicia, en la sala donde acostumbra celebrar sus audien-· 
cias públicas, compuesta de los magistrados Agustín Acevedo, Presidente¡ 
li1rancisco Rodríguez Volta, José Joaquín Hungría, Juan Bau~ista Pérez, 
Augusto Franco Bidó, Jueces; I\1anuel A. Lora, Procurador General, 
asistidos del infrascrito Secretario, ha rendido en sus atribuciones crimi~ 
m~oles, la sentencia que sigue: · 

En el recurso de apelación interpuesto por el nombrado Apolinar 
Mieses, de veinticinco años, soltero, carpintero, natural de Valvercfe i 
residente en esta ciudad, contra sentencia rendida por. el Juzgado de 
Primera Instancia de este distrito judicial de fecha veintiocho del mes 
de mayo del año mil novecientos quince, que le condena a sufrir la pena 
de tres años de trabajos públicos i las costn.s pt·ocesales, por el crimen 
de he1·ida que causó la muerte a la que en vida se llamó Fidelina Petitón. 

Leido el rol por el Alguacil de estrados de eSta. Corte, ciudadano 
Pablo Espaillat. 

Oída la lectura del acta de apelación. 
Oído al magistrado ProGurador General, quien presentó la lista de los 

testigos que debían ser oídos. · 
Oída las declaraciones de los testigos Juan B:.1.uttsta Lora i Ofelia 

Ureña. 
Ofdo al acusado en su interrogatorio. 

· Oído al Licenciado Eduardo Ml. Sánchez Cabral, abogado del ácusado, 
en su escrito de defensa, que concluyó eD la forma que sigue: «Por esas 
rawnes expresadas, en nombre del acusado; os· suplico, reforméis la 
sentencia del Juez a-guo, condenándolo.~ prisión correccional, cuya dura­
ción se deja a vuestra sa.bia apreciaciOn>p 

Oírlo al magistr~do Procurador General, en su dictamen i conclusio­
nes que terminan de la siguiente manera: «Por esas razones somos de 
opinión que se confirme en todas sus partes la. sentencia del Juez a-guo. 

Auros V1sros: 
Resulta: que en fecha veintinueve de marzo del año mil novecientos 

catorce, encontrándose en la puerta. de la casa de la s~ñora. Ofe1in. U reña, 
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t.ados, acojiendo el dictámen del majistrado Procuraaor General, falla: 
:Modificar la sentencia apelada, en cuanto a la penll. aplicada i ameritando 
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I por esta nuestra sentencia, así se pronuncia, manda i firma. 
A. Acevcdo.-Fco. Rod¡·[guez Volta.-José Jn. IIungría.-Dr. Juan B. Pérez. 

Sivio Silva, Secretario. · 
Dada i firmada ha sido la E;entencia que antecede, por los magistra­

dos Presidente i Juces que forman la Corte de Apelación de SanLiago, ce­
lebrando audiencia pública, el mismo día, mes i ·año, arriba expresados, 
la que fué leída, firmada i publicada por-mí Secretario que certifica. 
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li1rancisco Rodríguez Volta, José Joaquín Hungría, Juan Bau~ista Pérez, 
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asistidos del infrascrito Secretario, ha rendido en sus atribuciones crimi~ 
m~oles, la sentencia que sigue: · 

En el recurso de apelación interpuesto por el nombrado Apolinar 
Mieses, de veinticinco años, soltero, carpintero, natural de Valvercfe i 
residente en esta ciudad, contra sentencia rendida por. el Juzgado de 
Primera Instancia de este distrito judicial de fecha veintiocho del mes 
de mayo del año mil novecientos quince, que le condena a sufrir la pena 
de tres años de trabajos públicos i las costn.s pt·ocesales, por el crimen 
de he1·ida que causó la muerte a la que en vida se llamó Fidelina Petitón. 

Leido el rol por el Alguacil de estrados de eSta. Corte, ciudadano 
Pablo Espaillat. 

Oída la lectura del acta de apelación. 
Oído al magistrado ProGurador General, quien presentó la lista de los 

testigos que debían ser oídos. · 
Oída las declaraciones de los testigos Juan B:.1.uttsta Lora i Ofelia 

Ureña. 
Ofdo al acusado en su interrogatorio. 

· Oído al Licenciado Eduardo Ml. Sánchez Cabral, abogado del ácusado, 
en su escrito de defensa, que concluyó eD la forma que sigue: «Por esas 
rawnes expresadas, en nombre del acusado; os· suplico, reforméis la 
sentencia del Juez a-guo, condenándolo.~ prisión correccional, cuya dura­
ción se deja a vuestra sa.bia apreciaciOn>p 

Oírlo al magistr~do Procurador General, en su dictamen i conclusio­
nes que terminan de la siguiente manera: «Por esas razones somos de 
opinión que se confirme en todas sus partes la. sentencia del Juez a-guo. 

Auros V1sros: 
Resulta: que en fecha veintinueve de marzo del año mil novecientos 

catorce, encontrándose en la puerta. de la casa de la s~ñora. Ofe1in. U reña, 
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·la..n.ombrada. Fidelina Petitón, llegó allí el nombrado Apolinar Mieses, 
.,4 .concubina ele la Petltón, i después de invitar a ésta a Íl' para su casa le 

líi~).un~isparo con la carabina que pol'taba, infiriéndole una herida en 
el vicjlti·e que le produjo la. muet·te algunas horas después. 

~suita: que la interfecta, en su decJa¡•ación dijo que el acUsado 
la lmbf~ amenazado de matarla, si no C'<iminaba pronto i que inmediata­
mente~.?- }¡izo el disparo, lo que deja contradicha Ja declaración del· acu­
sado que dice que se le escapó el tiro al <rcolocarse el rifle debajo del 
brazo nO sabiendo que estaba ca.t·gadoY>. 

H.esulta: que instruída la sumaria COJ'l'espondiente, i enviado al 
acusado por la cámara calificadora, por ante el Tl'ibunal Oriminal, ~ste lo 
condenó a las penas que se leen en otro luga1· de esta sentencia, i no 
conforme con ese fallo el acúsado, interpuso recurso de apelación en 
tiempo i fo¡•ma útiles i la Corte señaló la audiencia de hoi, para. la vista 
púb~ica de la causa, la que tuvo lugar cordas formalidades de lei. 

La Corte después de haber deliberado. 
Considerando: que· está suficientemente prob<\do que el acusado 

Apolitml' Mieses hirió voluntariamente a la nombt·ada Fidelitla Petitón. 
Conside¡·ani.lo: que cuando las heridas así inferidas producen ,la muer­

te, la lei pronuncia cont1·a el heridor la pena de trabajos públicos, aun 
cuando su intención no haya sido la de causada. 

Considerando: que el Juez n-quo hizo una buena apreciación de loS 
hechos i un;.\ recta aplicación del derecho, que por tanto pro.cede la con­
firmación de b sentencia, i que el acusado que sucumbiere, será conde­
nado en costas. 

Por tales motivos i dstos los articulas 309 in-fine del Código Penal, 
i 277 del de: P,·ocedirniento Criminal, que fueron leídos pur el magistrado \¡¡J·. 
Presidente i dicen así: 4 

A1·tículo 309 in fine del Código Penal.-<Si las heridas o los golpes 
infel'iJos voluntariamente han ocasionado la muerte del agraviado, la pe­
na será. de tr-abajos públicos, aun cuando la intención del ofensor no haya 
sido causar la. muerte d(;!: aquel». 

AI"tícu\o 277 del Código de Procedimiento Criminal.-<<El acusarlo o 
la p¡¡,r·te civil que sucurn biere, será. condenado en las costas». 

La Corte de Apelación de S<lontiago, administrando justicia, en nom­
bre de la República, pm· autoridad de la lei, en mérito· de .los aL·tículos 
citados i acojiendo'el dictamen del magistrado Procurador General, falla: 
Que debe confirmar i confirma en todas sus partes la sentencia apelada. 
que condena al acusado Apolinar Mieses, de las generales que constan, 
a la pena de tres años de trabajo~ públicos i a las costas, . por el crimen 
de herida. vOluntaria que produjo la muerte a la nombrada Fidelina Peti­
tón¡ condenándole además, a. las costas de la presente instancia. 

1 por estn. nuestra sentencia, así se p1·onuncia, manda i firma. 
A. Accvcdo.-Fco. Rod1·lguez Yolta.-José Jn. Hungrta.-DJ'. Juan B. Pérez. 

Augusto Franco Bidó.-Silvio Sil'i!a, Secretario; 
Datla i firmada ha sido la. Sentencia que antecede, por los ma~istrados 

Presidente i Jueces que componen la.· Cot·te de Apelación de bantíago,. 
celebrando audiencia. pública, el mismo día, mes i año arriba exp1·esados, 
la que fué leída, fil'mada i publicada por mí, Secretario que certifico. 

Silvia Sil·m. 
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